
LA NACIÓN: UN PASO ADELANTE Y DOS ATRÁS

Xavier Arbós Marín*

El Estatuto de Cataluña de 2006 representa un avance en lo relativo al reconoci-

miento de Cataluña como nación. El Estatuto de 1979 no decía nada al respec-

to en el preámbulo, pues en el artículo 1 se refería a Cataluña como «nacionali-

dad». En el proyecto de 1978 se la consideraba una «realidad nacional», pero en

Madrid ya salió de la Comisión Constitucional del Congreso como «nacionali-

dad». El concepto de «realidad nacional» reaparece en el preámbulo de 2006 al

declarar que la «Constitución española, en su artículo segundo, reconoce la re-

alidad nacional de Cataluña como nacionalidad». El artículo 8.1 indica que los

«símbolos nacionales» de Cataluña, «definida como nacionalidad en el artículo 1»,

son «la bandera, la fiesta y el himno». De acuerdo con el Estatuto de 1979, de

Cataluña como «nacionalidad», el Parlamento de Cataluña reguló la festividad

nacional de Cataluña en la Ley 1/1980, de 12 de junio, y el himno nacional de

Cataluña en la Ley 1/1993, de 25 de febrero. Ninguna de estas leyes fue impug-

nada, a pesar de incluir el adjetivo «nacional». Con el Estatuto de 2006, el adje-

tivo, que aparecía en preceptos de leyes catalanas aprobadas por el Parlamento

autonómico, pasa a un precepto de la ley española que es el mismo Estatuto,

aprobado por las Cortes Generales y ratificado por el pueblo de Cataluña.

Si nos sólo fijáramos en lo que dice el artículo 8.1 («símbolos nacionales»)

e ignoráramos lo que dice el preámbulo, la práctica habitual de la interpretación

jurídica permitiría salvarlo sin malgastar muchos argumentos de fondo. Del

sustantivo «nacionalidad» no deriva ningún adjetivo. Si no se quiere utilizar un

neologismo, la palabra admitida que más podría describir, por aproximación, lo

propio de la nacionalidad es «nacional». La posibilidad de considerarlo propio

de una «nación», como sería correcto en castellano y catalán, se ve restringida

inequívoca y explícitamente por la propia remisión que hace al artículo 1 del Es-

tatuto, en el que Cataluña es definida «como nacionalidad». En esta línea se en-

cuentran las alegaciones del Abogado del Estado, del Gobierno de la Generalitat

y del Parlamento de Cataluña.

En la Sentencia, en el párrafo 27 de los antecedentes, se pone de relieve que
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esta interpretación no es la de los recurrentes del Partido Popular. Para ellos, se

habla de símbolos «nacionales», y no se piensa en «nacionalidad» sino en «na-

ción». La prueba la encuentran en el propio preámbulo. En él se recuerda que

el «Parlamento de Cataluña, recogiendo el sentimiento y la voluntad de la ciu-

dadanía de Cataluña, ha definido a Cataluña como nación de forma sobrada-

mente mayoritaria. La Constitución española (CE), en su artículo segundo, re-

conoce la realidad nacional de Cataluña como nacionalidad». Pero desvincular

el preámbulo del articulado es precisamente lo que impone la Sentencia, aun-

que lo haga en unos términos que más adelante habrá que tratar.

Empezamos por destacar que el uso del adjetivo «nacionales» para calificar

los símbolos de Cataluña en el artículo 8.1 es admitido por el Tribunal de forma

condicionada. En el fundamento jurídico (FJ) 12 dice que «con la calificación

como “nacionales” de los símbolos de Cataluña se predica únicamente su con-

dición de símbolos de una nacionalidad constituida como Comunidad Autóno-

ma en ejercicio del derecho que reconoce y garantiza el art. 2 CE».Y acaba el FJ 12

diciendo que el artículo 8.1 «es conforme con la Constitución interpretado en el

sentido de que dicho término está exclusivamente referido, en su significado y

utilización, a los símbolos de Cataluña, “definida como nacionalidad” (art. 1

EAC) e integrada en la “indisoluble unidad de la nación española” como esta-

blece el art. 2 CE, y así se dispondrá en el fallo». El Tribunal, poco antes y en el

mismo fundamento, ha dejado claro que opera en el plano del razonamiento ju-

rídico, referido a normas. En este tipo de razonamiento, lo que se diga de la na-

ción, catalana o española, es independiente de lo que cada uno pueda pensar so-

bre Cataluña y España como naciones. El énfasis de la Sentencia no hace sino

destacar lo que dice la Constitución y permite seguir utilizando el adjetivo «na-

cional» en relación con Cataluña. Y si pensamos que, contrariamente a lo que

querían en el año 1978 los redactores del Estatuto, la «realidad nacional» del ar-

tículo 1 no pudo aparecer en el texto final, ahora la palabra «nacionales» se

mantiene en el artículo 8.1 del actual, a pesar de las condiciones impuestas por

el fallo.

Ahora también aparece una referencia a la «realidad nacional», que se «re-

conoce» en el párrafo del preámbulo que más arriba se ha reproducido. El Tri-

bunal Constitucional reacciona en unos términos de los que no recordamos

precedentes. De la lectura de la Constitución parecería desprenderse que la ta-

rea de nuestra justicia constitucional es declarar la inconstitucionalidad de le-

yes o normas con rango de ley (art. 161.1.a CE). No encontramos de manera

explícita ningún precepto que le habilite para condicionar la constitucionali-

dad de un precepto, como hace en las sentencias interpretativas y en la que nos
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ocupa en el párrafo tercero del fallo. La doctrina ha aceptado sin críticas de

fondo esta actuación del Tribunal, asumiendo que es mejor salvar el enuncia-

do literal de un precepto, aunque sea con condiciones, antes que eliminarlo del

todo. Ahora, en relación con el preámbulo del Estatuto, señala el Tribunal en el

párrafo primero del fallo: «Carecen de eficacia jurídica interpretativa las refe-

rencias del Preámbulo del Estatuto de Cataluña a “Cataluña como nación” y a

“la realidad nacional de Cataluña”». Este tipo de declaración resulta sorpren-

dente. Las propias de las sentencias interpretativas admiten siempre, para los

preceptos que analizan, un significado posible y válido, bien sea señalando

lo que sería constitucional o indicando lo que no lo sería. No es así en relación

con el preámbulo del Estatuto, en que, de forma absoluta, se niega eficacia ju-

rídica interpretativa a algunas expresiones.

La solemne declaración del Tribunal Constitucional en este punto tiene un

alcance poco claro. Empezamos por recordar el preámbulo del actual Estatuto

de Andalucía, que no fue impugnado por el Partido Popular: «El Manifiesto an-

dalucista de Córdoba describió a Andalucía como realidad nacional en 1919,

cuyo espíritu los andaluces encauzaron plenamente a través del proceso de au-

togobierno recogido en nuestra Carta Magna. En 1978 los andaluces dieron un

amplio respaldo al consenso constitucional. Hoy, la Constitución, en su artícu-

lo 2, reconoce a Andalucía como una nacionalidad en el marco de la unidad in-

disoluble de la nación española». La «realidad nacional» de Andalucía no ha

sido objeto de recurso, a diferencia de «la realidad nacional de Cataluña». No ha

sido declarada inconstitucional, y no parece pues que al caso andaluz le sean

aplicables las consideraciones que, en términos hipotéticos, hace el Tribunal en

el fundamento jurídico 2. Allí se refiere a los efectos de la declaración de in-

constitucionalidad y al valor de cosa juzgada de las sentencias. Se desprende que

preceptos equivalentes a los declarados inconstitucionales en el Estatuto catalán

podrían serlo también si fueran recurridos aplicando la doctrina de esta Sen-

tencia. Pero éste no es el caso y, a pesar de las obvias coincidencias, el Tribunal

prefiere ignorar lo que es evidente y expresarse en términos meramente hipoté-

ticos. Habrá que ver si el valor de «cosa juzgada», la «vinculación a los poderes

públicos» y los genéricos «efectos generales» que atribuye el artículo 38.1 de la

Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) a sentencias como la que se

comenta tocarán alguna vez la «realidad nacional» de Andalucía. Pienso que

pueden estar tranquilos, y me alegro sinceramente por ellos. Es una simple in-

tuición, basada en el carácter de los preámbulos. O eso parecía...

Los preámbulos, nos recuerda el Tribunal en el fundamento jurídico 7 con

profusas y claras remisiones a jurisprudencia anterior, no tienen «valor norma-
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tivo» (STC 36/1981, FJ 2). Más aún, por este motivo no pueden ser objeto de un

recurso directo (STC 36/1981, FJ 7; 150/1990, FJ 2; 212/1996, FJ 15, y 173/1998,

FJ 4). El Tribunal, de acuerdo con la jurisprudencia que evoca, tendría que ha-

berse negado a admitir a trámite el recurso en lo relativo al preámbulo del Esta-

tuto de Autonomía. Pues bien, resulta que, sin ninguna explicación convincen-

te, lo que no puede ser objeto de recurso puede ser objeto de una declaración

del Tribunal. Declaración que no se hubiera podido producir si el Tribunal hu-

biera seguido su propia jurisprudencia. La razón del cambio es que «carencia de

valor normativo no equivale a carencia de valor jurídico, del mismo modo que

la imposibilidad de erigirse en objeto directo de un recurso de inconstituciona-

lidad no supone que los preámbulos sean inaccesibles a un pronunciamiento de

nuestra jurisdicción en tanto que posible objeto accesorio de un proceso referido

principalmente a una disposición normativa» (FJ 7). El preámbulo sería inacce-

sible si hubiera rehusado entrar a juzgarlo, como le marca la jurisprudencia cita-

da. Podría cambiarla si lo justificara, y no lo justifica. Quizás quiere insinuar que

el preámbulo es un «objeto accesorio» y por lo tanto vale el artículo 39.1 LOTC,

que permite declarar inconstitucionales preceptos no impugnados, pero que así

lo tienen que ser por su conexión con los que, impugnados, se declaran incons-

titucionales. Pero no vale, porque no se trata de preceptos, y no se declaran in-

constitucionales.

No creo que el Tribunal Constitucional tenga atribuciones para determinar

la eficacia interpretativa de un preámbulo. No aporta ninguna tan creíble como

un precepto o un precedente. Los argumentos sólo llevan a alcanzar la expan-

sión de sus facultades, en contra de los principios de autolimitación y de defe-

rencia al legislador que tendrían que presidir sus actuaciones. Sí pienso que, a

falta de atribuciones para entrar en el preámbulo, tiene ganas de hacerlo y por

eso se embarca en consideraciones de teoría general. Dice la Sentencia (FJ 7) que

los preámbulos poseen valor jurídico interpretativo. Y, sin explicarnos por qué,

del preámbulo de un estatuto de autonomía afirma que tiene la condición de

«interpretación cualificada». No lo explica, y dice que es «evidente» quizás para

ahorrarse la justificación. Es más, atribuye al legislador esta supuesta interpreta-

ción cualificada.

El Tribunal lo lleva a su terreno para llegar al objetivo de dejar sin ningún

efecto jurídico las expresiones «Cataluña como nación» y «la realidad nacional

de Cataluña». Primero nos dice que los preámbulos no tienen valor normativo

y no pueden ser objeto de impugnación. Después manifiesta que lo que no pue-

de ser objeto de impugnación por parte de los recurrentes puede ser, no obs-

tante, objeto de declaración por el Tribunal. En opinión del Tribunal, los pre-
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ámbulos de los estatutos contienen «interpretación cualificada», y por eso deci-

de que las citadas expresiones carecen de valor jurídico interpretativo. Sin valor

jurídico normativo ni interpretativo poca cosa queda, y ninguna jurídicamente

relevante.

No creo que un determinado tratamiento estatutario de la condición co-

lectiva de Cataluña como nación, realidad nacional o nacionalidad sea necesa-

rio para mejorar el autogobierno de Cataluña. Puede ser útil si se quiere facili-

tar la integración política en el marco constitucional de los que creen que

Cataluña es una nación. Una afirmación como ésta no contradice la condición

nacional de España ni su indivisibilidad. No la contradice si se cree que pueden

existir las naciones formadas por naciones y se interpreta que afirmar el carác-

ter nacional de Cataluña no choca con el carácter nacional de España. Sí que lo

contradice si se piensa en términos absolutos, en los que la afirmación de una

niega ineluctablemente la otra. Y, a pesar de todos los condicionamientos, la

Sentencia permite utilizar el calificativo «nacional» con referencia a Cataluña.

Hemos adelantado un paso, pequeño pero significativo, para los que valoran el

reconocimiento.

Lamentablemente, hemos retrocedido dos en la credibilidad del Tribunal

Constitucional. Por una parte, sin argumentos convincentes, aumenta el alcan-

ce de sus atribuciones. Aparte de declaraciones de inconstitucionalidad, el Tri-

bunal se había otorgado la facultad de realizar declaraciones de constitucionali-

dad condicionada. Éstas, sin embargo, servían y sirven para apuntalar la validez

de lo que hace el legislador, en la línea de respetar al máximo la deferencia al le-

gislador. Contrariamente, resulta que ahora efectúa declaraciones de ajuridici-

dad: en vez de limitarse a las normas con rango de ley, quiere ocuparse de las

pautas de interpretación. Sus efectos, los de una declaración de inconstituciona-

lidad; pero no parece un accidente. Quizás no lo pretendían. Y, en segundo lu-

gar, el Tribunal no ha tenido el coraje de encarar directamente el problema que

las alegaciones dejaban bien claro: la coincidencia literal explícita entre realida-

des nacionales estatutarias en Cataluña y en Andalucía. De manera muy indi-

recta y de pasada lo plantea en términos de futuro hipotético, para ocuparse

sólo de Cataluña. Si existe principio de igualdad en la aplicación de la Constitu-

ción, no lo hemos visto bien.
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SI EN SENTIDO JURÍDICO-CONSTITUCIONAL LA CONSTITUCIÓN
NO CONOCE OTRA NACIÓN QUE LA ESPAÑOLA: ¿QUÉ SON
LAS NACIONALIDADES? LA PREGUNTA NO RESPONDIDA
POR LA SENTENCIA 31/2010

Fernando Domínguez García*

La argumentación de la STC 31/2010 con relación al uso del término
nación y la adjetivación nacional referidos a Cataluña

Noventa y nueve diputados del Partido Popular impugnaron ante el Tribunal

Constitucional la utilización del sustantivo nación y del adjetivo nacional con

relación a Cataluña por parte del Estatuto de Autonomía de 2006. En concreto,

se recurrieron dos incisos del preámbulo y el artículo 8.1 del Estatuto de Auto-

nomía de Cataluña (EAC, en adelante). El penúltimo párrafo del preámbulo

menciona el hecho de que el Parlamento de Cataluña, recogiendo el sentimien-

to y la voluntad de los ciudadanos y ciudadanas, ha definido de forma amplia-

mente mayoritaria a Cataluña como nación; y añade que la Constitución espa-

ñola (CE, en adelante) en su artículo segundo reconoce la realidad nacional de

Cataluña como nacionalidad. Por su parte, el artículo 8.1 EAC trata de los sím-

bolos nacionales de Cataluña como nacionalidad. Antes de entrar en la argu-

mentación de la Sentencia del Tribunal Constitucional 31/2010 (STC 31/2010,

en adelante) es preciso destacar que el Estatuto de Autonomía utiliza el adjetivo

nacional en dos casos con relación a España, al mencionar la Comisión Nacio-

nal del Mercado de Valores (art. 182.1 EAC) y la Comisión Nacional de la Ener-

gía (art. 182.3 EAC). Y también hay que mencionar que el artículo 167 EAC ha-

bla de los símbolos de Cataluña como objeto de competencia sin calificarlos

como «nacionales».

El fundamento jurídico 12 de la STC 31/2010, que trata de la impugnación

de la expresión símbolos nacionales del artículo 8.1 EAC, empieza declarando el

carácter «proteico» (calificativo aplicable a aquello que cambia de forma o a

quien cambia de ideas) del término nación. El Tribunal Constitucional recono-

ce que el término nación es conceptualmente comprometido y puede dar lugar
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a equívocos y controversias «en el orden propio de la razón política» (FJ 7). Pa-

rece dar a entender, sin embargo, que en el ámbito jurídico no se da esta con-

troversia o que jurídicamente el término no es conceptualmente comprometi-

do. Así, el Tribunal Constitucional afirma de forma contundente que en sentido

jurídico-constitucional «la Constitución no conoce otra [nación] que la Nación

española» (FJ 12). En el mencionado fundamento jurídico el Tribunal Cons-

titucional refiere exclusivamente el término nación al pueblo titular de la sobe-

ranía.

El problema surge cuando el Tribunal Constitucional tiene que llegar a una

conclusión con relación a la expresión símbolos nacionales del artículo 8.1 EAC

porque en la argumentación se produce un giro repentino entre los primeros

cuatro párrafos y los dos últimos. Si en los primeros cuatro párrafos el Tribunal

Constitucional afirma que la calificación como nacionales de los símbolos de

Cataluña debe entenderse que se predica únicamente de su condición de sím-

bolos propios de una nacionalidad (lo que ya señala el propio artículo 8.1 EAC

y no es preciso «interpretar» –aunque formalmente el Tribunal Constitucional

dice que así se tiene que interpretar), en el párrafo sexto añade que no solo se

tiene que leer que con la expresión símbolos nacionales se hace referencia a Ca-

taluña definida como nacionalidad, sino que también hay que interpretar que lo

es «integrada en la “indisoluble unidad de la nación española” como establece el

art. 2 CE». El fundamento jurídico 12 se menciona en el fallo de la Sentencia

para declarar que el artículo 8.1 es constitucional si se interpreta de conformi-

dad con los términos fijados por el mencionado fundamento jurídico.

Respecto al preámbulo, el primer punto del fallo de la STC 31/2010 decla-

ra que las referencias del preámbulo del Estatuto de Autonomía de Cataluña a

«Cataluña como nación» y a «la realidad nacional de Cataluña» no tienen efica-

cia jurídica interpretativa. En el fundamento jurídico número 7 de la Sentencia

se distingue entre el valor normativo (rasgo que no se predica de los preámbu-

los) y valor jurídico (que sí pueden tener los preámbulos). En concreto, el Tri-

bunal Constitucional señala que el hecho de ser criterio hermenéutico y pauta

calificada de interpretación de la norma es el único valor jurídico predicable de

los preámbulos. En el párrafo quinto del fundamento jurídico 12 el Tribunal

Constitucional considera que las menciones a realidad nacional y nación del

preámbulo tienen que quedar desposeídas de alcance jurídico interpretativo «en

atención al sentido terminante del art. 2 CE». No hay más argumentación.

De esta manera, la STC 31/2010 salva el texto del preámbulo del Estatuto

negándole la finalidad interpretativa que debe tener un preámbulo, y salva tam-

bién el texto del artículo 8.1 del Estatuto realizando una interpretación sobre el
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referente de los símbolos nacionales (la nacionalidad, que ya consta en el art. 8

EAC) y sobre el referente del referente (la Nación española).

La descontextualización del concepto de nación como problema

El artículo 2 CE establece que «La Constitución se fundamenta en la indisoluble

unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españo-

les, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y re-

giones que la integran y la solidaridad entre todas ellas».

El Tribunal Constitucional efectúa una interpretación descontextualizada

del concepto de nación del artículo 2 CE porque obvia que las nacionalidades in-

tegran la Nación. La coexistencia en un mismo artículo de la Nación española y

las nacionalidades que la integran modula el concepto de Nación española, de

modo que algunos de los atributos del concepto de nación dejan de ser exclusi-

vos y excluyentes para pasar a ser predicados también de las nacionalidades. La

presencia de las nacionalidades en el artículo dedicado a la Nación española pro-

voca un cambio textual que afecta al propio concepto de nación, que ya no pue-

de ser tratado como concepto unívoco. De esta manera, el artículo 2 CE utiliza

un concepto de nación sin precedentes en la historia constitucional española y no

asimilable al uso que del mismo se hace en las constituciones de otros Estados.

Una interpretación histórica del artículo 2 CE, en especial con respecto a

los trabajos parlamentarios de las Cortes constituyentes que produjeron su re-

dacción, no puede pasar por alto el mantenimiento del concepto de nacionali-

dad desde el primer borrador y la introducción más tardía del concepto de Na-

ción aplicado a España, ni tampoco el sentido y significado con que se utilizaban

ambos términos. Se entendía principalmente que nacionalidad era un vocablo

sinónimo de nación pero no totalmente equivalente. Para explicar esta sinoni-

mia se habló de España como «Nación de naciones», expresión que fue utiliza-

da por una amplia mayoría de grupos de la Cámara (desde UCD, PSOE, PCE,

Minoría Catalana y otros partidos nacionalistas y regionalistas).

Quedaba claro que el concepto de nacionalidad no tenía un vínculo con la

soberanía ni con el poder constituyente y que hacía referencia principalmente,

pero no exclusivamente, a un concepto cultural de nación. Es comprensible que

el concepto de Nación (con n mayúscula), cuando se alude a él en términos de

soberanía, solo se predique de la Nación española. Pero el Estatuto de Autono-

mía de Cataluña no discutía este hecho.

El «sentido terminante» que el Tribunal Constitucional atribuye al artícu-
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lo 2 CE puede predicarse de la descontextualización del inciso «indisoluble uni-

dad de la Nación española» del mencionado artículo. Solo descontextualizando

la Nación es posible otorgarle unos atributos excluyentes que permiten negar

carácter nacional a cualquier otro concepto.

Con esta descontextualización del concepto de nación el Tribunal Cons-

titucional ha despreciado los principios clásicos de interpretación constitucio-

nal. En particular, el principio de unidad de la Constitución, que proscribe in-

terpretar preceptos de forma aislada, y el principio de armonización o de con-

cordancia práctica, que reclama que no se interprete un precepto de forma que

se haga en perjuicio de otro. En esta descontextualización del concepto de na-

ción, el que ha quedado oculto y ha resultado perdedor ha sido el concepto de

nacionalidad.

La profusión de la cita a la indisoluble unidad de la Nación española
como problema

Una de las críticas que a nivel político más se han repetido de la STC 31/2010 es

el número a veces que cita la expresión «indisoluble unidad de la Nación espa-

ñola» del artículo 2 CE. En las Cortes constituyentes ya se discutieron las repe-

ticiones y reiteraciones del artículo 2 CE. Para citar un ejemplo lo bastante ex-

presivo, se presentó por parte del Grupo Progresistas y Socialistas Independientes

del Senado una enmienda al artículo 2 CE que se centraba en que: «hay que huir

de reiteraciones, cuya presencia en el texto puede interpretarse no como ratifi-

cación de lo ya afirmado, sino como inseguridad sobre la realidad de la tesis que

se repite». La enmienda manifiesta claramente que la profusión de los adjetivos

«indisoluble», «indivisible» y «común» para una idea repetida en términos pa-

recidos como «Nación» y «Patria», a los que hay que añadir «unidad», es mues-

tra de un miedo y una preocupación frente al término «nacionalidad» que, en

cierto sentido, contradice la idea defendida por los promotores del «barroquis-

mo» de que la «nación española» sea algo natural e indiscutible cuando hay que

reiterarlo tantas veces. Incluso el diputado de Alianza Popular Silva Muñoz re-

conoció que la redacción «barroca» del artículo 2 CE «recuerda el viejo princi-

pio jurídico de que “excusatio non petita, accusatio manifesta”».

El Tribunal Constitucional no sólo no ha sabido explicar de forma simple

el artículo 2 CE, sino que con las reiteraciones de sus partes más barrocas ha

añadido más barroquismo, si cabe, a la Nación española. Se podría recordar el

refrán castellano dime de lo que presumes y te diré de lo que careces.
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La distinción entre nación en sentido jurídico-constitucional y otros
sentidos de nación como problema

Aunque a nivel didáctico se pueda intentar separar entre los diferentes sentidos

del concepto de nación, muchos académicos han criticado la artificialidad de

una distinción pura entre diferentes conceptos de nación. No obstante, el Tri-

bunal Constitucional parece dar a entender, como ya se ha apuntado, que a ni-

vel jurídico-constitucional no existen controversias o que el uso del concepto de

nación no es comprometido.

No se entiende si el Tribunal Constitucional hace referencia a la falta de

controversia del concepto de nación en la teoría constitucional (afirmación di-

fícil de mantener) o bien quiere decir que en la jurisprudencia constitucional el

concepto está claro (afirmación todavía más difícil de sostener en atención a los

votos particulares que contiene la STC 31/2010, que mantienen posiciones dife-

renciadas con relación al concepto de nación). En concreto, y sin profundizar en

el tema, el voto particular del magistrado Conde Martín de Hijas opina que la

consideración de Cataluña como nación es un contenido problemático de na-

turaleza esencial, contradictorio con el artículo 2 CE, y que no es posible utili-

zar el adjetivo nacional para una realidad sustantiva diferente de la nación; el

voto particular del magistrado Delgado Barrio considera que el sistema de la

Constitución solo admite una nación, que es la Nación española; el voto parti-

cular del magistrado Gay Montalvo habla del carácter abierto o dúctil de ciertos

conceptos constitucionales y de cómo, en la Sentencia, no ha sido así respecto

del concepto de nación, ya que se ha defendido la nación como un dogma en

defensa de un nacionalismo exacerbado; por su parte, el voto particular del ma-

gistrado Rodríguez-Zapata Pérez entiende que la referencia al término nación

implica la subrogación indebida del Estatuto en el papel del legislador constitu-

yente de revisión total de la Constitución, a pesar de reconocer el carácter plu-

ral de la Nación española. Baste una cita separada de un pasaje del voto particu-

lar del magistrado Rodríguez Arribas: «En cuanto al término Nación, ha de

advertirse que dicho concepto jurídico-constitucional no ha suscitado ninguna

polémica doctrinal, ni en España ni en ninguna de las doctrinas constituciona-

les de los países democráticos» (sic). Habla del «desmoronamiento del sistema

político» si se aceptara que existen otras naciones, cosa que llevaría a un proce-

so «que el Tribunal Constitucional no podía permitir que se iniciara» (parece

dar a entender que la STC 31/2010 lo ha evitado).

Pero volviendo a la distinción entre el sentido jurídico-constitucional de la

nación y otros sentidos del concepto de nación, el Tribunal Constitucional hace
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una declaración referente a que en un contexto que no sea el jurídico-constitu-

cional sería posible la autorrepresentación de una colectividad como realidad

nacional añadiendo «incluso como principio desde el que procurar la confor-

mación de una voluntad constitucionalmente legitimada para, mediante la

oportuna e inexcusable reforma de la Constitución, traducir ese entendimiento

en una realidad jurídica» (FJ 12). El Tribunal Constitucional marca así un ca-

mino jurídico para la independencia.

La no definición del concepto de nacionalidad como problema

La Constitución no define el concepto de nacionalidad del artículo 2 (ni lo dis-

tingue de región) y tampoco le otorga después consecuencias con relación a las

vías de acceso en la autonomía. La STC 31/2010 ha sido una oportunidad per-

dida para clarificar los conceptos de nación y de nacionalidad. Es verdad que las

nacionalidades son citadas en varios momentos a lo largo de la STC 31/2010,

pero también están descontextualizadas, porque solo se repite que se integran

en la Nación española, como señala la literalidad del artículo 2 CE, pero no se

explica qué es una nacionalidad ni cómo esta integración afecta al concepto de

nación. La pregunta «¿qué es una nacionalidad?» ha quedado sin respuesta.

Más allá de las argumentaciones que se dieron en el transcurso de las Cor-

tes constituyentes a las que ya se ha hecho mención, hay que destacar que el con-

cepto de nacionalidad ha sido tratado por diferentes autores, tanto extranjeros

(Meinecke, Stuart Mill) como españoles –provenientes principalmente de tie-

rras catalanas (Pi i Margall, Prat de la Riba, Rovira i Virgili, Solé Tura). El Tribu-

nal Constitucional no ha utilizado ninguna de estas fuentes, ni ha construido

tampoco un concepto de nacionalidad de nuevo. Simplemente cita el término

nacionalidad como palabra autocomprensiva.

Los votos particulares en la STC 31/2010 tampoco perfilan mucho más el

concepto de nacionalidad. El magistrado Conde Martín de Hijas en su voto par-

ticular considera que nación y nacionalidad son categorías conceptuales dife-

rentes y da a entender que no comparten los mismos atributos. No define, sin

embargo, qué es una nacionalidad, aunque considera que la lengua es «uno de

los elementos implícitamente considerados en el art. 2 CE de diferenciación en-

tre nacionalidades y regiones». El magistrado Gay Montalvo en su voto particu-

lar simplemente habla de las nacionalidades como entidades políticas, pero no

las distingue de las regiones; se refiere a «la particularidad de los pueblos que in-

tegran la Nación española» como requisito para poder hablar de unidad indiso-
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luble, aunque no lleva el argumento más allá. El magistrado Rodríguez-Zapata

Pérez en su voto particular considera que las nacionalidades se encuentran en

un segundo inciso del artículo 2 CE que está subordinado a la Nación española.

No define, sin embargo, qué son.

La manera de entender que el uso del sustantivo nación y del adjetivo na-

cional con relación a Cataluña eran plenamente constitucionales pasaba, por un

lado, por adoptar una concepción no dogmática del concepto de nación y llenar

de contenido el concepto de nacionalidad, y, por otro, por leer ambos preceptos de

forma integrada. La STC 31/2010 no ha hecho ni una cosa ni la otra.
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